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Resol. Serie “C” N° 14
Expte. N° 18.085 – Año 2013 – Autos: “Borelli Pablo Nicolas c/ Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero y otro s/ Recurso Contencioso Administrativo de Plena Jurisdicción – Recurso Contencioso Administrativo”.

Santiago del Estero, treinta de mayo dos mil diecinueve.



Y Vistos: 



La acción contencioso administrativa interpuesta a fs. 284/289 vta., para resolver sobre su procedencia.----------------------------------------------



Y Considerando: 



I) Que mediante el presente recurso, el actor reclama el cobro de la suma de Pesos UN MILLÓN CIENTO NOVENTA Y SEIS MIL QUINIENTOS OCHENTA Y CUATRO ($1.196.584,00) al Ministerio de de Salud de la Provincia, en concepto de haberes impagos, Sueldo Anual Complementario impago y vacaciones a computar desde el 6 de junio de 2009; y solicita su reincorporación al cargo de médico radiante del Hospital de San Pedro de Guasayán.- 



Detalla que al haber sido designado médico radiante por decreto Nº 577 en fecha 1º de julio de 2005, el Ministerio de Salud, mediante Resolución Ministerial Nº 891 lo afectó a cumplir funciones como Director de dicho centro hospitalario. Alega que ha cumplido dicha función normalmente, resaltando que adquirió estabilidad laboral en el cargo de médico de acción radiante a partir de la fecha mencionada precedentemente (1/07/2005). Niega enfáticamente que haya suscripto un contrato de locación con la administración pública.----------------------------



Asimismo, relata que fue removido del cargo directivo mediante Decreto del Poder Ejecutivo Nº 1572 de fecha 6 de noviembre de 2009. Entiende que del texto de este decreto se desprende que lo desafecta únicamente del cargo de director del establecimiento;  pero no del cargo de médico radiante. Insiste que es su derecho de desempeñar dicho cargo, pero que las autoridades, tanto del hospital como la ministerial, se lo niegan, en virtud del decreto mencionado. ----------------------------------



Expresa que tal remoción fue infundada e ilegal, ocasionándole con ello un daño no solo patrimonial, sino también moral. Invoca principios y derechos constitucionales, acusando a la Administración de avasallar el Estatuto del Empleado Público Provincial. ---



Por último, introduce el caso federal.---------- 



II) Que resuelta positivamente la competencia y la habilitación de instancia a fs. 311/313, a fs. 327/329 comparece la Fiscalía de Estado, quien en representación del Gobierno de la Provincia contesta la demanda.---------



En tal cometido, la accionada niega genéricamente los hechos alegados por la contraparte. Rechaza enfáticamente que el actor haya sido designado en carácter de titular en el cargo de médico de acción radiante, como así también que goce del derecho a la estabilidad laboral que aduce en razón de dicho cargo desde el 1º de julio de 2005. Desmiente que por medio del decreto Nº 891 se lo haya afectado a cumplir funciones como director del centro hospitalario en cuestión, y que por lo tanto se le adeuden salarios, vacaciones, SAC, como también que haya padecido daño moral y psicológico. ------  



Señala que el Decreto Nº 577, fue emitido para nombrar al actor en carácter de Director del Hospital de San Pedro de Guasayán, destacando que es inexacto que a través del decreto mencionado, la administración lo designara como médico radiante. --------------------------



Sostiene que el actor no puede invocar la estabilidad pretendida, por cuanto la Resolución Ministerial por el cual se le confiere el cargo de médico de acción radiante, el Nº 638/05, fue emitida por autoridad incompetente para hacerlo, ya que el Poder Ejecutivo es el único que tiene la facultad para designar personal, en virtud del art. 141 inc. 15 de la Constitución Provincial. Por otro lado, rechaza que el actor ostente la titularidad que invoca respecto del cargo de médico de acción radiante del mencionado nosocomio, toda vez que al haber asumido la función directiva que le fuera encomendada mediante el Decreto 577, ese vínculo contractual ha perdido vigencia, en razón de la evidente incompatibilidad entre ambos cargos. Finalmente, y a modo subsidiario, propone que se tenga al contrato por vencido desde el mes de diciembre de 2005.------------------------



El representante legal del Estado insiste -a modo de conclusión-, que la estabilidad prevista en la Ley 5.642 no puede aplicársele al accionante, en razón de lo estipulado en el art. 2 inc. c), y más por cuanto no fue designado en el cargo de médico de acción radiante por la autoridad pertinente -el Poder Ejecutivo-, ya que accedió al mismo mediante la aprobación de un contrato de locación de servicios efectuada por el ministro de salud de ese entonces, sin homologación alguna por parte de la máxima autoridad administrativa provincial.----------------------



III) Que trabada la litis en tales términos se abre la causa a prueba por el plazo de ley, según proveído de fs. 335. Producida la misma, se clausura el período probatorio según certificación del actuario de fs. 451. A fs. 455/456 vta. obra el memorial de la actora, mientras que a fs. 457/458 obra el alegato del representante de la Fiscalía de Estado. A fs. 459 obra el acta de audiencia prevista en el art. 51 de la Ley 2297.--------------------



IV) Que a fs. 461/461 vta. se encuentra glosado el dictamen del Sr. Fiscal General, quien por sus propios fundamentos, se pronuncia por el rechazo de la demanda.---



V) Ya en tratamiento de la procedencia de la acción, se advierte que el actor persigue la percepción de los rubros laborales detallados en su libelo de demanda, con más los daños y perjuicios, invocando el derecho a la estabilidad prevista en el Estatuto del Personal Civil, sosteniendo que fue adquirida en fecha 1 de julio del año 2005; y por otro lado, peticiona que se lo reintegre al cargo de médico radiante, en razón de que el decreto que lo destituye específicamente como director general, no implica destitución alguna respecto del aquel cargo, por lo que estima que, en virtud del derecho a la estabilidad, es obligación de la administración de proceder a su reintegro a las funciones de médico radiante.-------------



VI) Que en este punto, es menester delimitar el concepto de estabilidad. La Doctrina entiende que tal garantía consiste en el "otorgamiento de seguridades para la conservación del cargo después que el agente ha quedado definitivamente incorporado al mismo y mientras duren su buena conducta y aptitud para el desempeño de la función" (Ricardo Mercado Luna, Estabilidad del empleado público, editorial Astrea, pag. 22.). De modo que, tal garantía tiene su ámbito subjetivo de aplicación exclusivamente en aquellos nombramientos de carácter permanente sometidos al régimen público de empleo, situación que no se configura en el sub examine, conforme a los fundamentos que seguidamente se exponen. ---------------------------------



Ello es así, puesto que por interpretación del art. 12, segundo párrafo, que regula esta garantía, establece claramente el plazo desde el cual la misma se consolida en cabeza del administrado. En efecto, dice el mencionado artículo establece que la estabilidad “se adquiere desde el momento en que el nombramiento toma carácter definitivo; transcurrido un año de iniciada su carrera administrativa”. ---------------------------------



Teniendo presente esta norma, se advierte que el actor, al haber sido designado médico de acción radiante del Hospital de San Pedro de Guasayán mediante contrato de locación de servicios, no ostenta en modo alguno haber adquirido la estabilidad pretendida, toda vez que, conforme surge de la resolución Nº 638 emitida por el Ministerio de Salud y Desarrollo Social de fecha 31/05/2005, el vínculo contractual -que es de carácter civil- es por determinado lapso temporal -desde junio a diciembre de 2005-. Sumado a ello, debe tenerse en cuenta que la administración sanitaria aclaró tajantemente que el nombramiento referido no implicó asignar al profesional el carácter de agente público, todo ello conforme copia agregada por la actora a fs. 94.--------------------------



Por otro lado, cabe tener en cuenta que en fecha 11 de julio del mismo año, a menos de dos meses de ser nombrado médico radiante el Dr. Borelli fue promovido a Director del mencionado hospital, con lo cual de hecho, el contrato de locación ha perdido vigencia. ----------------



A mayor abundamiento, cabe destacar que, además del carácter temporal -y por ende transitorio- de la permanencia en el cargo de médico radiante del actor, el vínculo entre las partes, al ser instrumentado mediante un contrato de locación de servicios, dicho contrato se encuentra regulado por las normas civiles, no importando el carácter de sujeto de derecho público que detenta la demandada. En este sentido, cabe afirmar que nada impide que la administración celebre este tipo de convenciones con los particulares  moviéndose dentro de su ámbito privado de actuación  sin que ello implique convertir al contratado en un empleado público. En efecto, no puede pretenderse válidamente regir el objeto contractual con normas de derecho público a fin de conceder una situación de revista regulada en la Ley 5.642, a quien fue contratado bajo un régimen de derecho privado. -----------



En consecuencia, cabe concluir que estas  circunstancias fácticas y juridicas constituyen razones de peso que obstan a la procedencia de los rubros de haberes impagos que pretende el actor.----------------------------



VI) De igual suerte, no merece recibo -por improcedente-, la pretensión de reintegro del actor al cargo de médico radiante, por cuanto, el nombramiento al cargo de Director del Hospital de San Pedro de Guasayán, tuvo el efecto jurídico de finiquitar de hecho el contrato de carácter privado suscripto entre el Ministerio de Salud y el actor. Por ende, automáticamente las obligaciones contractuales entre las partes han fenecido desde el momento en que la designación tiene lugar. A consecuencia de lo anterior, no se advierte que la Administración provincial tenga obligación alguna respecto al Dr. Borelli en cuanto al reintegro pretendido, por lo que la pretensión en tratamiento debe ser rechazada.-------------



Por todo ello, y oído que fuera el Sr. Fiscal General a fs. 461, Se Resuelve: I) NO HA LUGAR al presente recurso contencioso administrativo. II) Con costas. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Eduardo José Ramón Llugdar – Sebastián Diego Argibay – Gustavo Adolfo Herrera – Carlos P.M.A. Lugones Aignasse – Eduardo Federico López Alzogaray – Ante mí: Dr. Mario José Medina – Secretario Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
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